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No. Proceso:
01803-2022-00334

Tema:
ANULACIÓN POR EXCESO
DE PODER 

DESCARGA
LINK AL TEXTO ÍNTEGRO DE LA SENTENCIA:

1.1.1.

1.1. Sentencias de Casación

SALA ESPECIALIZADA DE LO 

https://www.cortenacional.gob.ec/resources/Produccion_editorial/Boletin_jurisprudencial/Mensual/Septiembre/01803_2022_00334_ADMINISTRATIVO.pdf
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BREVE RESUMEN DE LOS HECHOS:

Los actores presentaron una acción de anulación por exceso de poder contra el Municipio 
de Cuenca y la Procuraduría General del Estado para impugnar la resolución municipal sobre 
polígonos industriales en un sector de la ciudad.

El Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo con sede en Cuenca conoció la causa y 
declaró sin lugar la demanda al verificar la legalidad de la competencia municipal en ordenamiento 
territorial, ratificando la validez de la resolución.

Sobre esta decisión los accionantes presentaron Recurso Extraordinario de Casación, en relación 
al numeral 5 del artículo 268 del COGEP, particularmente por la falta de aplicación del artículo 
56 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización “COOTAD”. 

PROBLEMA JURÍDICO:

Al Tribunal le corresponde conocer la fase de sustanciación del recurso de casación admitido 
a trámite, para tal efecto se debe considerar que esta fase está compuesta por dos sub fases: 

a)	 La determinación de si los vicios admitidos a trámite se han configurado conforme 
la sentencia impugnada; y, 

b)	 Solamente en el caso de que sí se configuren los vicios admitidos a trámite, 
corresponderá pasar a la segunda sub fase en la que se emitirá decisión de 
mérito.

Así entonces, al haberse admitido el recurso de casación por el numeral 5 del Art. 268 del 
COGEP, se debe cumplir con las sub fases citadas anteriormente, en esa medida el Tribunal se 
responderá a la siguiente pregunta: a) En relación a la causal determinada en el artículo 268 
numeral 5 del COGEP ¿Se ha configurado la falta de aplicación del artículo 56 del COOTAD?

DECISIÓN:

La Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia por 
decisión de mayoría resolvió: Rechazar el recurso extraordinario de casación interpuesto; y, 
por lo tanto, no casar la sentencia impugnada.

SÍNTESIS DEL CRITERIO DEL TRIBUNAL DE CASACIÓN:

El Tribunal realizó el análisis del recurso de casación interpuesto y concluyó que los cargos 
planteados por los casacionistas no son determinantes ni configuran el vicio acusado; a ésta 
conclusión llegó con base en los siguientes puntos clave de la decisión impugnada:

•	 La evaluación ambiental procederá individualmente cuando cada interesado 
presente su proyecto industrial específico, cumpliendo con la normativa del 
cantón Cuenca y el Código Orgánico del Ambiente.

•	 No era necesaria la intervención de la autoridad agraria nacional porque la zona 
no tiene vocación agrícola, al existir ya unas 20 concesiones de minería pétrea.

•	 Los casacionistas no demostraron por qué la norma sustantiva supuestamente 
omitida era de aplicación obligatoria, ni probaron con una base legal clara que 
la falta de firma del Alcalde generara la invalidez del acta. Tampoco explicaron 
cómo cambiaría la decisión final si se aplicaba dicha norma.

Al comprobarse que la sentencia impugnada sí aplicó las normas correctas, y al ser la casación 
un recurso extraordinario y formal que no permite subsanar los errores del recurrente, se 
rechaza el recurso planteado.



7

CONTENCIOSO
TRIBUTARIO

SALA ESPECIALIZADA DE LO 

No. Proceso:
17510-2022-00490

Tema:
CONTRA NEGATIVA DE
PAGO INDEBIDO

1.1.2.

DESCARGA
LINK AL TEXTO ÍNTEGRO DE LA SENTENCIA:

https://www.cortenacional.gob.ec/resources/Produccion_editorial/Boletin_jurisprudencial/Mensual/Septiembre/17510_2022_00490_TRIBUTARIO.pdf
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BREVE RESUMEN DE LOS HECHOS:

El Contribuyente presentó una demanda de impugnación de la resolución No.  
117012022RDEV538582 emitida por la Dirección Zonal 9 del Servicio de Rentas Internas el 
11 de octubre de 2022 y solicitó la devolución de la suma de USD 17.995,70 (diecisiete mil 
novecientos noventa y cinco dólares de los Estados Unidos de América con setenta centavos), 
que afirma se le retuvieron de forma indebida del monto de la reliquidación de utilidades 
laborales correspondiente a los años 2002 a 2010, que le fueron pagadas durante el ejercicio 
económico 2019.

El Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en el Distrito Metropolitano de Quito, 
provincia de Pichincha, en sentencia dictada el 13 de noviembre de 2024, resolvió: Aceptar 
la demanda deducida por el Contribuyente, Declarar la invalidez de la resolución nro. 
117012022RDEV538582 y Disponer la devolución de los valores reclamados por el actor, más 
los intereses legales que correspondan de conformidad con lo previsto por el art. 22 del CT, 
para lo cual la Administración Tributaria deberá efectuar la correspondiente liquidación. 

Con fecha 31 de enero del 2025, la procuradora judicial de la Dirección Zonal 9 del Servicio de 
Rentas Internas, presenta recurso de casación fundamentado en el caso quinto del artículo 
268 del COGEP por el vicio de falta de aplicación del artículo 8 numeral 5 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno que devino en la indebida aplicación del artículo 108 inciso segundo del Código 
de Trabajo; así como por el vicio de falta de aplicación del artículo 89 del Código Tributario que 
devino en la indebida aplicación del artículo 101 inciso cuarto de la Ley de Régimen Tributario 
Interno.

PROBLEMA JURÍDICO:

Determinar si resultaba o no procedente la devolución de la retención por concepto de 
liquidación de participación en las utilidades a favor del Contribuyente (ex trabajador).

DECISIÓN:

La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, resolvió: 

NO CASAR el fallo dictado el 13 de noviembre de 2024, por el Tribunal Distrital 
de lo Contencioso Tributario con sede en el Distrito Metropolitano de Quito, 
provincia de Pichincha, en el juicio de impugnación No. 17510-2022-00490.

SÍNTESIS DEL CRITERIO DEL TRIBUNAL DE CASACIÓN:

De la revisión minuciosa del fallo impugnado se evidencia que no existe referencia alguna de la 
norma acusada como infringida, sin embargo, los juzgadores A quo analizan el cuestionamiento 
planteado con base en la declaración realizada por el sujeto pasivo, ponderando el contenido 
del artículo 108 del Código de Trabajo para establecer que a la fecha en la que se produjo el 
hecho generador, la participación en las utilidades de los trabajadores estaba exenta, por lo 
que al no estar sujetas al gravamen tributario, resulta procedente su devolución.
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1.1.3.

PENAL,

SALA ESPECIALIZADA DE LO 

PENAL MILITAR, PENAL POLICIAL, TRÁNSITO, CORRUPCIÓN Y CRIMEN ORGANIZADO

No. Proceso:
17297-2022-01790

Tema:
ESTAFA

DESCARGA
LINK AL TEXTO ÍNTEGRO DE LA SENTENCIA:

https://www.cortenacional.gob.ec/resources/Produccion_editorial/Boletin_jurisprudencial/Mensual/Septiembre/17297_2022_01790_PENAL.pdf
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BREVE RESUMEN DE LOS HECHOS:

El 28 de septiembre de 2023, el Tribunal Tercero de Garantías Penales con sede en la parroquia 
Quitumbe del Distrito Metropolitano de Quito, dictó sentencia condenatoria en contra del 
procesado, por considerarlo autor directo del delito de estafa, tipificado y sancionado en el 
artículo 186, inciso primero del COIP; por esa razón, le impuso la pena privativa de libertad de 
cinco años, la multa de veinte salarios básicos unificados del trabajador en general, y reparación 
integral a la víctima.

El procesado interpuso recurso de apelación; no obstante, la Sala Especializada de lo Penal, 
Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, en sentencia 
de 8 de septiembre de 2025, rechazó el recurso de apelación y confirmó en todas sus partes 
la sentencia emitida por el Tribunal Tercero de Garantías Penales con sede en la parroquia de 
Quitumbe del Distrito Metropolitano de Quito.

En ejercicio de su derecho a la defensa, el procesado interpuso recurso extraordinario de 
casación en contra de la sentencia de segundo nivel; por ese motivo, el proceso fue remitido a 
la Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia, para su conocimiento y resolución.

PROBLEMA JURÍDICO:

Primer   problema   jurídico: ¿La sentencia impugnada se encuentra viciada de nulidad, conforme 
el artículo 652.10.c) del COIP, por haber convalidado la presunta exclusión arbitraria de prueba 
documental y electrónica de descargo, con incidencia directa en el derecho a la defensa del 
procesado?

Segundo problema jurídico: En caso de descartarse la nulidad procesal, la sentencia impugnada, 
¿incurrió en indebida aplicación del artículo 186, inciso primero del COIP, al confirmar la condena 
dictada contra el procesado por el delito de estafa, pese a que, según la defensa, los hechos 
fijados revelarían una transacción privada de criptomonedas que no constituye delito?

DECISIÓN:

El Tribunal resuelve rechazar el recurso de casación interpuesto por el procesado, al no 
haberse verificado la nulidad procesal alegada al amparo del artículo 652.10.c) del COIP, ni el 
error de subsunción del artículo 186, inciso primero del mismo cuerpo de leyes. En consecuencia, 
se confirma en todas sus partes la sentencia dictada por la Sala Especializada de lo Penal, 
Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, el 8 de 
septiembre de 2025.

SÍNTESIS DEL CRITERIO DEL TRIBUNAL DE CASACIÓN:

La Sala Provincial completó el juicio de subsunción al sostener que “se halla determinada la 
adecuación de la conducta del procesado”, pues su actuar voluntario “ha incluido todos los 
elementos típicos de la infracción tipificada y sancionada en el primer inciso del artículo 186”, 
en concordancia con el artículo 42.1.a del COIP. De este modo el Tribunal de apelación no 
confirmó la condena por la sola existencia de bitcoins o criptoactivos, sino porque, a partir de 
las inferencias fijadas, consideró configurados los elementos típicos de la estafa.

Por consiguiente, el casacionista no demuestra que la Sala Provincial haya aplicado indebidamente 
el artículo 186, inciso primero del COIP. La sentencia impugnada no subsumió una operación 
neutra de compraventa de Bitcoin en el delito de estafa, sino un conjunto de inferencias que 
describen acto de simulación y engaño, oferta de rentabilidad elevada, captación de recursos, 
ausencia de autorización para actividades de intermediación o inversión y una inversión a plazo 
fijo simulada. En consecuencia, no se verifica el error in iudicando denunciado.
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1.1.4.

No. Proceso:
17113-2014-0558 

Tema:
PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA
DE DOMINIO

CIVIL Y MERCANTIL
SALA ESPECIALIZADA DE LO 

DESCARGA
LINK AL TEXTO ÍNTEGRO DE LA SENTENCIA:

https://www.cortenacional.gob.ec/resources/Produccion_editorial/Boletin_jurisprudencial/Mensual/Septiembre/17113_2014_0558_CIVIL.pdf
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BREVE RESUMEN DE LOS HECHOS:

La actora presentó un juicio ordinario de prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio 
sobre un terreno ubicado en Quito. Afirma poseer el inmueble de forma real, pacífica, pública, 
ininterrumpida y en concepto de dueña desde el 16 de julio de 1971, fecha en que lo adquirió 
junto al causante. Sostiene que formó una unión de hecho con él, procreando dos hijas y 
construyendo mejoras en el sitio. Asegura que el causante la abandonó en 1986, por lo que ella 
ha mantenido la posesión exclusiva por más de 18 años a la fecha de la demanda, edificando una 
casa de tres plantas y aulas con su propio dinero. Los demandados (Cónyuge sobreviviente, ex 
cónyuge y herederos) comparecieron oponiéndose al juicio mediante la negativa pura y simple 
de los hechos, alegando falta de derecho de la actora e improcedencia de la acción. La cónyuge 
sobreviviente presentó además una reconvención exigiendo el pago de los frutos que la actora 
habría percibido del inmueble desde mayo de 2004.

El Juez Primero de lo Civil de Pichincha aceptó la demanda y declaró la prescripción adquisitiva 
a favor de la actora. Las demandadas apelaron la decisión.

El Tribunal de Alzada de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha revocó la sentencia inicial, 
aceptando la apelación de los demandados; por lo tanto, desechó tanto la demanda de la 
actora como la reconvención de los frutos.

Inconforme con la revocatoria, la actora interpuso un recurso de casación bajo las causales 2 y 
3 de la Ley de Casación para que el caso sea revisado por el máximo tribunal.

PROBLEMA JURÍDICO:

Determinar si existe fundamento para declarar la nulidad procesal por falta de competencia 
del Tribunal de Apelación, considerando los términos y las normas señaladas como infringidas 
con base en la causal segunda de casación; y, analizar si es aplicable la causal tercera de 
casación, por falta de aplicación de las reglas de valoración probatoria, lo que habría conducido 
a la falta de aplicación de las normas legales relativas a la prescripción y la posesión invocadas 
en el recurso de casación.

DECISIÓN:

El Tribunal de la Sala Especializada de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia acepta 
el recurso de casación interpuesto por la actora y, en consecuencia, se casa la sentencia 
dictada por la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, emitida el 6 de julio 
de 2018. Se acepta la demanda y se declara con lugar la acción de prescripción extraordinaria 
adquisitiva de dominio respecto del inmueble ubicado en el Distrito Metropolitano de Quito.

SÍNTESIS DEL CRITERIO DEL TRIBUNAL DE CASACIÓN:

En la presente sentencia se acepta el recurso de casación por la causal tercera de casación, 
por cuanto se justificó la vulneración del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil en 
relación a la obligación de referirse a todas las pruebas actuadas por las partes, que condujo a 
la vulneración de las normas jurídicas que regulan la posesión y la prescripción extraordinaria 
adquisitiva de dominio.
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1.1.5.

No. Proceso:
17371-2021-03750

Tema:
DESPIDO INTEMPESTIVO
DE TRABAJADORA SUSTITUTA

LABORAL
SALA ESPECIALIZADA DE LO 

DESCARGA
LINK AL TEXTO ÍNTEGRO DE LA SENTENCIA:

https://www.cortenacional.gob.ec/resources/Produccion_editorial/Boletin_jurisprudencial/Mensual/Septiembre/17371_2021_03750_LABORAL.pdf
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BREVE RESUMEN DE LOS HECHOS:

La Actora inicia un proceso judicial en contra de la empresa empleadora con el objeto de impugnar 
un acta de finiquito y reclamar indemnizaciones bajo la condición de trabajadora sustituta de una 
persona con discapacidad. El juez de instancia aceptó parcialmente la demanda y ordenó que la 
parte accionada pague a la actora el valor de USD 136.457,64 (ciento treinta y seis mil cuatrocientos 
cincuenta y siete dólares con 64 centavos).

El Tribunal de la Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, 
resolvió en sentencia de fecha 16 de junio de 2025, aceptar el recurso de apelación formulado 
por la demandada; revocó la sentencia subida en grado y declaró sin lugar la demanda. La parte 
actora interpuso recurso de casación, al amparo de los casos dos y cinco del artículo 268 del Código 
Orgánico General de Procesos, COGEP.

PROBLEMA JURÍDICO:

Dilucidar si los jueces de apelación vulneraron la garantía prevista en el artículo 76 numeral 7 letra 
l) de la CRE, así como el artículo 89 del COGEP, por el vicio motivacional de apariencia-inatinencia, al 
fundamentar su decisión en hechos distintos a los alegados por la parte actora, atribuyéndole que 
su pretensión se sustenta en el hecho de ser trabajadora sustituta cuando reclamó la indemnización 
prevista en el segundo inciso del artículo 51 de la Ley Orgánica de Discapacidades por tener a su 
cargo la manutención de una persona con discapacidad (hijo).

Determinar si el Tribunal de instancia incurrió en falta de aplicación de los artículos 4 y 5 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia y 273 del CC, así como errónea interpretación del artículo 51 de la LOD 
y de la Resolución nro. 01-2025 de la CNJ, al concluir que la actora no acreditó tener a su cargo la 
manutención de su hijo con discapacidad y que debía demostrar que su empleadora conocía dicha 
circunstancia, negándole consecuentemente la indemnización especial prevista en el artículo 51 de la 
LOD.

DECISIÓN:

El Tribunal de la Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Nacional de Justicia, resolvió: Casar 
la sentencia emitida por el Tribunal de la Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Provincial de 
Justicia de Pichincha, el 16 de junio de 2025 y, aceptar la demanda formulada, disponiendo que la 
empresa accionada, en la forma en que ha sido requerida, pague a la señora M.F.M.O., la cantidad de 
USD. 136.457,64.

SÍNTESIS DEL CRITERIO DEL TRIBUNAL DE CASACIÓN:

La garantía de la estabilidad reforzada para la persona con discapacidad, de acuerdo con la Corte 
Constitucional, se extiende a la persona que tiene la responsabilidad de cuidarla: “…el pleno ejercicio 
de los derechos de la persona con discapacidad, corresponde a quien tenga a su cuidado y 
responsabilidad, recibir una protección especial, que indirectamente asegure el pleno goce y disfrute 
de los derechos de quien está a su cargo”. 

Por tanto, según la jurisprudencia de la CC, la persona con discapacidad y la persona que tiene a su 
cargo a una, tiene derecho a la garantía de estabilidad reforzada en el ámbito laboral, conforme a 
los valores sociales que se proclaman en nuestra Constitución y en la ley; que a su vez, se soportan en 
el derecho convencional, así el artículo 3 de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas 
las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad establece que los Estados deben 
adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, para 
las personas con discapacidad, pues a menudo son objeto de discriminación a raíz de su condición.

En consecuencia, el tribunal casa la sentencia emitida en segunda instancia por vulneración de 
la garantía de motivación y, en sentencia de mérito, dispone que la parte demandada pague a la 
actora la indemnización prevista en el artículo 51 de la LOD, por haber sido despedida cuando tenía 
a su cargo la manutención de su hijo, quien tiene una discapacidad física del 54%.
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1.1.6.

No. Proceso:
17985-2020-00378 

Tema:
NULIDAD DE
RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO

FAMILIA,
SALA ESPECIALIZADA DE LO 

NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y ADOLESCENTES INFRACTORES

DESCARGA
LINK AL TEXTO ÍNTEGRO DE LA SENTENCIA:

https://www.cortenacional.gob.ec/resources/Produccion_editorial/Boletin_jurisprudencial/Mensual/Septiembre/7985_2020_00378_FAMILIA.pdf
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BREVE RESUMEN DE LOS HECHOS:

El actor demandó la nulidad del reconocimiento voluntario de la menor NN. Alega que su 
consentimiento estuvo viciado por dolo, presión y amenazas de la madre de la menor y su 
familia. Además, presenta una prueba de ADN con 0% de probabilidad de paternidad para 
demostrar que no es el padre biológico. La madre rechaza la demanda, argumentando 
que las afirmaciones del actor causan un grave perjuicio psicológico para ella y su hija.

La Jueza de la Unidad Judicial de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia con sede en 
Tumbaco, en sentencia de 17 de enero de 2022, a las 08h57, rechaza la demanda de 
nulidad de reconocimiento voluntario.

Tramitado el recurso de apelación propuesto por el actor, la Corte Provincial de Justicia 
de Pichincha ratifica la decisión inicial y declara sin lugar el recurso de apelación del 
demandante.

Ante las negativas previas, el demandante interpone un recurso de casación 
fundamentado en los casos 4 y 5 del Art.268 del COGEP, el cual es admitido a trámite 
por la Corte Nacional para su análisis definitivo.

PROBLEMA JURÍDICO:

Analizar si existe infracción de los preceptos de valoración probatoria y por tal violación 
indirecta de las normas de derecho sustantivo que regulan la nulidad del reconocimiento 
voluntario; y, examinar si se han vulnerado los precedentes jurisprudenciales relativos al 
proceso de nulidad de reconocimiento voluntario.

DECISIÓN:

Rechazar el recurso de casación planteado por el señor Á.H.C. contra la sentencia de 
la Sala Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la 
Corte Provincial de Justicia de Pichincha, de 15 de febrero de 2023.

SÍNTESIS DEL CRITERIO DEL TRIBUNAL DE CASACIÓN:

El reconocimiento voluntario de un hijo es irrevocable, según el artículo 248 del Código 
Civil, pero puede ser impugnado por el hijo o terceros interesados, o bien el reconociente 
puede solicitar su nulidad por vicios del consentimiento (artículo 250).

A diferencia de la impugnación de paternidad dentro del matrimonio donde el vínculo 
consanguíneo es concluyente, en los procesos de impugnación por terceros o nulidad 
del reconocimiento voluntario la prueba de ADN no es el factor determinante, ya que 
lo que se debate es la validez de la voluntad de quien reconoció al menor y no la verdad 
biológica. Sin embargo, el examen de ADN sigue siendo un elemento coadyuvante 
necesario para verificar que la paternidad impugnada efectivamente no corresponda a la 
realidad biológica.

Por estas razones, el tribunal no vulneró la jurisprudencia obligatoria, ya que en el caso 
concreto el objeto de la controversia era demostrar la falta de consentimiento libre y 
voluntario del actor (lo cual no se probó), y no la filiación biológica de la menor.
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SÍGUENOS
en nuestras redes sociales

http://biolink.website/CNJ

